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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL. San Salvador Centro, a las diez horas con y-­

'veintiún minutos del día catorce de junio de dos mil veinticuatro. 

El día veintidós de abril del c01Tiente año, el sefior  

interpuso denuncia contra "el fiscal que estuvo laborando el sábado veinte de abril en la Fiscalía 

de Apopa" (sic) [ff. 1 y 2]. 

Al respecto, este Tribunal hace las siguientes consideraciones: 

I. El artículo 80 del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental (LEG) establece los 

supuestos que constituyen causales de improcedencia de la denuncia; entre ellas que el hecho 

denunciado no constituya trnnsgresión a las prohibiciones o deberes éticos; y que éste sea de 

competencia exclusiva de otras instituciones de La Administración Pública, de conformidad con 

los términos establecidos en las letras b) y d) de dicha disposición. 

Por lo que, toda conducta u omis ión constitutiva de infracción administrativa debe estar 

descrita con claridad en una norma, por ende, la facultad sancionadora de esta institución se 

restringe únicamente a los hechos contrarios a los deberes y prohibiciones éticos regulados por la 

·LEG, ya que la potestad sancionadora de la Administración Pública, es un poder que deriva del 

ordenamiento jurídico, encontrándose en la ley respectiva la delimitación de su ámbito de 

competencia. 

El principio de legalidad, "[ ... ] impone el actuar rigmoso de la Administración conforme 

lo que estipule la ley en cuanto a la creación del catálogo predeterminado, claro y preciso de las 

infracciones penales y administrativas. Del mismo devienen dos principios que han adquirido una 

clara autonomía en esta sede, el de reserva legal y de tipicidad' (Sentencia del 29-IV-2013, Inc. 

18-2008, Sala de lo Constitucional). La reserva legal obliga a los regímenes administrativos 

sancionatorios a que las limitaciones a derechos fundamentales deban realizarse únicamente 

mediante una ley formal -emanada de la Asamblea Legislativa-; lo que conlleva inevitablemente 

al respeto de la tipicidad, mediante la cual se configura la conducta regulada en la infracción 

administrativa, así como la sanción que con-esponde a esta. La definición inequívoca de la materia 

de deber y prohibición es lo que permite a este Tribunal encajar los hechos planteados a una 

"infracción determinada. 

U. En su demmcia, el seílor  seílala que el día veinte de 

abril de dos mil veinticuah·o tuvo un problema con unos vecinos por unas plantas y lo amenazaron; 

por lo que llamó al 911. Al llegar los poi icías, tomaron la denuncia a los vecinos, estando "el 

fiscal" al teléfono dando indicaciones. 

Manifiesta que los policías no le tomaron declaración y más bien lo amenazaron con 

golpearlo; y que en oh·a ocasión, cuando dos personas le dieron una paliza, el Jefe de Ja Fiscalía 

de Apopa dijo que "no haría nada por los golpes porque era culpa mía ( ... ) no hizo nada y los 

cubrió" (sic). 



Hl. Es menester ac larar que. toda autoridad administrativa está supeditada a una serie de 

principios de rango constitucional, entre los que destaca el de legalidad consagrado en el inciso 3° 

del artículo 86 de la Constitución. Como consecuencia de ello. la Administración Pública sólo 

puede actuar cuando existe una ley formal que la habilite· para tal erecto. y dentro de los límites 

establecidos por la misma. 

Así. para que la denuncia sea procedente an te este Tri bunal es imprescindible que el asunto 

expuesto en la misma sea propio del marco ético establecido en los ai1ículos 5. 6 y 7 de la LEG. 

En ese sentido. al analizar la relación fáctica detallada en este considerando. se advie11e 

que la conducta atribuida por el denunciante al "fiscal que estuvo laborando el sábado veinte de 

abri l en la fiscalía de /\popa'' - de quien sólo refiere que estuvo al teléfono con poi idas. sin mús 

elemento::: para intliviclualizarlo- y al Jefe ele esa OJic ina. quienes cncubrirí<rn a delincuentes y no 

i1wcstig<lrían los posibles ilícitos penales cometidos contra él: ello no se adccúa a ninguno de los 

deberes y prohibiciones éticos constituidos en la LEG; y. por tanto. no pueden ser del conocimiento 

de este Tribunal, pues se trata de la fo rma en la cual dichos servidores habrían cumplido sus 

funci ones. 

Por otra parte. el artículo 17 del Código Procesal Penal establece que Ja Fiscalía General 

de la República está obligada a ejercer la acción penal pública para la persecución de oficio de los 

delitos en Jos casos determinados por dicho Código. salvo las excepciones legales previstas. 

Así. Ja Sala ele lo Consti tucional de la Corte Suprema de Justicia ha señalado que"( ... ) la 

atribución de la dirección en la investigación del delito es asunto de la competencia de la f iscalía 

General de la República y Ja colaboración en el procedimiento. de la Policía Nacional Civil. 

En virtud de lo anterior. es de la competencia exclusiva de dichas autoridades. decidir. 

partiendo de cualquier dato o noticia. el inicio de una investigación delictiva. y por tanto. realizar 

todas aquel las diligencias que cons ideren necesarias para comprobar la verac idad de los informes 

recibidos." (Resolución ele la Sala de lo Constitucional emitida en el proceso de 1 labeas Corpus 

rcf. 216-2007. del 15/IV /2008). 

De e~ta manera. l o~ hechos señalados pnr el denunciante podrían ~cr con~titutivo ele ilícitos 

penales. cuya investigación le corresponde de manera exclusiva a la r iscalía General de la 

República. de conform idad con eJ artículo 193 N. 0 4 de la Constitución. 

Y es que la tipificación de conductas y establecimiento de sanciones es creada por el 

legi slador y no por la autoridad administrativa. pues esta última lo que real iza es su ap licación. 

como mani restación del respeto a la legalidad y a la seguridad jurídica. En consideración a ello. 

cabe resaltar que '" el principio de tipicidad co1110 derivación del principio de legalidad en 111ateria 

p11nifira. impone el límite a la Administración que únicamente pueda sancionar a una persona 

cuando exista preriamenre un tipo administrativo que describa de manera cerrera 1111a cond11cfa 

considerada ilegal"" (Rl:so lución pronunciada el 26-VI-2018 por el JU?~gado Segundo de lo 

Contencioso Adm inistrativo en el proceso rerercncia 00011 -18-ST-COP A-2CO). 
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!\.sí pues, este Tribunal se encuentra im pedido de conocer rl:specto de los l1 cchos objeto de 

denuncia antes señalados; por lo cual ésta ckbcrú declararse improcedente. 

finalmcnk, es preciso acotar que la imposibilidad por parle de este Tribunal de contro lar 

las actuaciones denunciadas, no significa una desprotección de los bienes juríc.l icos que pudieran 

verse comprometidos, sino únicamente que debe rán ser otras instancias las qu.e, dentro de sus 

competencias, eva lúen y determinen las responsabilidades que corrcsponclan, pudiendo la pcrsona 

denunciante, si así lo estima pertinente, avocnrse a las mismas a fin ck denunciar lo ocurrido. 

Por tanto, con base en lo dispuesto en los artículos 1, 2, 5, 6 y 7 de la Lcy de Ética 

.G ubcrnamcntal, y 80 letras b) y d) del Reglamento de dicha ky, este Tribunal RESUELVE: 

a) Dedcírase improcedente la denuncia presentada por el señor  

; por los hechos y motivos expucstos en cl considerando lll de la presente resolución. 

h) Tiénese por señalada para recibi r notificaciones la dirección que consta a f. 1 del presente 

expediente. 

Notifíquese. 

PRONUNClJ\.00 POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRII3EN. 
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La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de 
carácter confidencial. En ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus 
titulares. En tal sentido, conforme al criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020 y lo 
establecido en el artículo 30 de la LAIP, se extiende la versión pública:






